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bibliográfica nacional 
Por Blanca Libera Bonilla, Nancy Machado Lorenzo, Sonia Núñez Amaro  
La legislación en el terreno de la labor bibliotecaria no es tema común en eventos y 
publicaciones en tanto se considera materia reservada para especialistas de la rama 
jurídica. Sin embargo, y a tenor de la importancia cada vez mayor que van cobrando en 
nuestro entorno el libro y las bibliotecas, es imprescindible que las leyes, resoluciones y 
normas que regulan la actividad bibliotecaria, sean del dominio de los profesionales y 
organizaciones que se relacionan con dicha actividad.  
Partiendo del hecho de que toda nación debe conservar los testimonios escritos de su 
historia y su cultura, a fin de que estos documentos transmitan a las generaciones 
futuras el sentimiento de su identidad, la legislación de depósito legal proporciona el 
basamento para la adquisición y conservación de los documentos publicados en el país y 
además garantiza su descripción bibliográfica y su disponibilidad física.  
En 1977, el Congreso Internacional de Bibliografías Nacionales, que se organizó en 
colaboración con la Federación Internacional de Asociaciones de Bibliotecarios (IFLA), 
recomendaba la elaboración de un modelo de legislación de depósito legal, que sirviera 
de base a los países miembros para el control bibliográfico nacional. Según la señora 
Jean Lun, encargada de realizar la citada ley modelo, era "inviable" dicha ley por las 
diferencias de recursos, tradiciones, estructuras políticas, desarrollo tecnológico, 
necesidades y mentalidad entre los países, de ahí que el depósito legal, si bien tiene un 
objetivo general, tenga objetivos específicos para cada país.  
El depósito legal se puede definir en sentido general, como su nombre lo indica, en 
depositar, según la ley impuesta, ejemplares de todos los tipos de publicaciones 
reproducidas en cualquier soporte: libros impresos, mapas, música, folletos, 
publicaciones periódicas, registros sonoros, películas, diapositivas, multimedias, 
etcétera, en una o varias agencias especificadas. Por tanto la ley debe ser de naturaleza 
amplia para así acoger cualquier tipo de material nuevo que surja.  
Los objetivos del depósito legal han cambiado con los tiempos y con las características 
de cada país. Precisamente uno de sus objetivos fundamentales ha sido la producción de 
la bibliografía nacional. Algunos países limitan el depósito a la producción nacional, 
pero otros incluyen obras extranjeras de utilidad al país. Por tanto, su principal objetivo 
debe ser preservar la producción cultural nacional de manera de poder transmitirla, de 
ahí el papel que desempeña la compilación y publicación de la bibliografía nacional con 
vistas al control bibliográfico nacional y universal.  
A partir del depósito legal se pueden realizar estudios estadísticos de la producción 
editorial nacional, nutrir a otras bibliotecas, buscar prioridades en el canje y también 
colaborar con el respeto al derecho de autor.  
Se tienen noticias de la aplicación de regulaciones de este tipo en otros países, por 
ejemplo en Brasil rige el Decreto no. T.825 del 20 de diciembre de 1907, conforme al 
cual, se debe depositar en la Biblioteca Nacional un ejemplar de todas las publicaciones 
producidas en el territorio nacional por cualquier medio o proceso. Se consideran 
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sujetas a depósito, además de las obras impresas en papel, las registradas en cualquier 
soporte físico. Para obligar al cumplimiento de esta regulación se contemplan multas 
ínfimas, innecesarias a raíz de una labor de concientización acerca de la importancia de 
la ley.  
En España, la organización del depósito legal se rige a nivel de Estado, mediante las 
órdenes del Ministerio de Educación y Ciencia del 30 de octubre de 1971 y el 20 de 
febrero de 1973. Luego de la Constitución del Estado de las Autonomías y de la 
transferencia de competencia estas, varias comunidades autónomas han desarrollado, 
basándose en las órdenes citadas, legislaciones sobre el depósito legal aplicables a su 
entorno.  
En Panamá, el depósito legal está regulado por el artículo 92 de la Ley 47 de 1946 y la 
Ley 11 del 10 de febrero de 1978. Estas regulan la entrega, por parte de toda imprenta, a 
la Biblioteca Nacional y a las bibliotecas públicas establecidas en los lugares donde 
radiquen las imprentas, de 2 ejemplares de cada libro, folleto, periódico u hoja suelta 
que se publique, dentro de los 3 días siguientes a su publicación. Las sanciones 
impuestas a los implicados en el incumplimiento de esta ley y serán multas de sumas 
mayores a 5 balboas.  
La legislación vigente en México sobre el depósito legal, es el Decreto del 23 de julio 
de 1991. Esta regulación establece la obligación de los editores y productores de 
materiales bibliográficos y documentales, de entregar ejemplares de sus obras a la 
Biblioteca Nacional y a la Biblioteca del Congreso de la Unión. El documento establece 
en su artículo tercero, los materiales sujetos a depósito así como las cantidades por cada 
tipo. En el artículo cuarto se mencionan los plazos de entrega y las responsabilidades de 
las instituciones depositarias.  
El depósito legal en Cuba  
La Cuba colonial careció literalmente de atención cultural hasta el siglo xviii. No había 
imprenta, ni periódicos, ni universidad, ni biblioteca pública. Por otra parte, existía una 
férrea censura ejercida por la metrópoli que impedía toda acción encaminada a mejorar 
el abandono cultural en que se encontraba el país.  
Si bien la imprenta se introduce en Cuba en 1707, no es hasta 1723 que aparece el 
primer impreso conocido; se trata del folleto Tarifa general de precios de medicina, 
impreso por Carlos Habré, primer impresor que se estableció en Cuba. A partir de ese 
momento la actividad editorial fue creciendo y tomando auge, acorde con el desarrollo 
económico del país.  
En 1879, el gobierno español dicta la ley de Propiedad Intelectual que establece la 
entrega de 3 ejemplares de cada título editado, uno de los cuales engrosaba el fondo de 
la Biblioteca Nacional de España y los 2 restantes se remitían a las bibliotecas de los 
ministerios de Fomento y Ultramar respectivamente. Esta ley constituye el primer atisbo 
de regulación en materia patrimonial y se puede observar que no tenía en cuenta los 
intereses histórico-culturales de la colonia.  
Con la orden no. 54 del 26 de febrero de 1902, el gobierno norteamericano de 
ocupación militar modifica la real orden de 1879, destinándose uno de los ejemplares a 
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la Universidad de La Habana, otro al Registro de la Propiedad Intelectual y el tercero a 
la Biblioteca Nacional de Cuba, la cual había sido fundada en 1901. Más tarde, 
mediante el decreto no. 1056 del 11 de julio de 1927, publicado en la Gaceta Oficial el 
19 de julio del propio año, se designa a la Biblioteca Nacional como única depositaria 
de cada obra impresa.  
A tono con la situación imperante en esa época, la Biblioteca Nacional de la 
seudorrepública no pudo desempeñar la misión social que le correspondía, toda vez que 
estuvo desprovista durante años del apoyo oficial y se sostenía apenas con escasos 
presupuestos. Estas condiciones impidieron que se desarrollara una verdadera actividad 
bibliotecaria y mucho menos que se cumpliera con las obligaciones del depósito legal.  
Es solamente con el triunfo revolucionario de 1959 que la Biblioteca Nacional asume 
las misiones inherentes a una institución de su rango, entre las que se encuentran:  
1) Reunir y conservar toda la producción bibliográfica nacional como libros, folletos, 
publicaciones periódicas, etcétera, o sea, las obras realizadas en cualquier soporte.  
2) Adquirir varios ejemplares de cada libro, revista u otro tipo de documento que se 
publique en el país; un ejemplar de cada publicación que se haga en el extranjero y que 
se refiera a Cuba; los manuscritos de valor de la producción nacional y reproducciones 
en microfilm de aquellas obras impresas de las cuales la Biblioteca no pueda adquirir 
ningún ejemplar.  
3) Compilar y publicar la bibliografía nacional actualizada y también la bibliografía 
nacional retrospectiva.  
Con el objetivo de asegurar el cumplimiento de las funciones que atañen a la 
adquisición y conservación del patrimonio bibliográfico nacional, el Gobierno 
Revolucionario dictó el Decreto Presidencial no. 3387 del 17 de marzo de 1964, en el 
que se declara a la Biblioteca Nacional José Martí como la única institución adecuada 
para llevar a cabo la tarea de compilar y archivar todo cuanto se publicara en el país. 
Con este decreto se aseguró de forma real y efectiva el envío a la Biblioteca de todo lo 
que fue publicado por las editoras nacionales, propiciando que, por primera vez, se 
comenzara a compilar la Bibliografía cubana de forma dinámica y permanente.  
Las transformaciones experimentadas en la estructura socioeconómica del país, el 
desarrollo actual en la esfera cultural y el incremento del nivel técnico de la población 
que trae consigo la elevación de sus necesidades e intereses informativos y culturales, 
han determinado que las bibliotecas públicas adquieran un papel preponderante en la 
comunidad.  
La nueva proyección alcanzada por la labor desplegada por la Biblioteca Nacional José 
Martí, la consolidación y desarrollo del Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, el 
despliegue actual de la actividad editorial y el surgimiento de nuevos portadores de 
información, condicionaron la necesidad de derogar el Decreto no. 3387 como 
regulación acerca del atesoramiento del patrimonio bibliográfico nacional.  
A finales de 1998, fue creada en la Biblioteca Nacional de Cuba, la Oficina de 
Patrimonio Bibliográfico por mediación de la cual se intensificaron las relaciones con 
Bibliotecas. Anales de Investigación. No1. Enero-diciembre, 2005 
Experiencias para divulgar 
las galerías de arte, editoriales nacionales y provinciales, autores y otras entidades 
responsabilizadas con la edición. En ella se impulsó la elaboración de un proyecto de 
norma jurídica que se adaptara a las nuevas condiciones del país.  
Este proyecto de norma contempló toda la gama de portadores de información 
existentes, se designó a una segunda biblioteca como depositaria del patrimonio 
documental y se favoreció a las demás bibliotecas provinciales respecto a la producción 
editorial de sus correspondientes territorios. Asimismo, se oficializó el papel de la 
Biblioteca Nacional como centro bibliográfico del país, estableciéndose su 
responsabilidad en la recepción y procesamiento de las obras publicadas en el país o en 
el extranjero sobre nuestra nación o sus naturales, así como en el exterior por autores 
cubanos. Igualmente se consignó la obligación, tanto de los depositarios de obras de 
autores como de las instituciones registradoras del Sistema Internacional de Numeración 
de Libros (ISBN) y del Sistema Internacional de Numeración de Publicaciones Seriadas 
(ISSN), de enviar a la Biblioteca Nacional copia de las actuaciones que se inscriban, a 
fin de mantenerla informada sobre la producción bibliográfica nacional.  
Para la elaboración de este proyecto fueron consultados especialistas de diferentes 
ramas, así como documentos que regulan la actividad en España, México, Venezuela, 
etcétera. También se tuvo en cuenta el modelo de ley preparado por la Federación 
Internacional de Asociaciones de Bibliotecarios. El proyecto fue aprobado el 14 de 
mayo de 1999 y fue publicado en la Gaceta Oficial de Cuba como el Decreto no. 265 
Sobre el depósito legal en la Biblioteca el 20 de mayo del mismo año.  
En dicho Decreto se contemplan los objetivos fundamentales del depósito legal, a saber:  
a) Completar la Bibliografía Nacional.  
b) Confeccionar las colecciones requeridas por la Biblioteca Nacional y las bibliotecas 
públicas del país.  
c) Atesorar el patrimonio documental en cualquier soporte que se presente.  
d) Confeccionar la estadística de la producción bibliográfica nacional.  
e) Establecer las funciones y competencia de todos aquellos implicados en esta 
obligación.  
La entrega de los materiales que se depositan a tenor de lo establecido en el Decreto en 
cuestión, se efectúa tal como se describe a continuación:  
a) Publicaciones impresas en papel, se envían:  
3 ejemplares a la Biblioteca Nacional;  
2 ejemplares a la Biblioteca Provincial Elvira Cape;  
2 ejemplares a la Biblioteca Provincial donde radique la editorial.  
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b) Obras en soporte digital, grabaciones sonoras y videos: los editores entregarán un 
solo ejemplar a cada institución previamente mencionada.  
De acuerdo con lo regulado en el Decreto, las bibliotecas designadas como depositarias 
reciben libros, folletos, catálogos de exposiciones, programas de espectáculos, 
publicaciones seriadas, mapas, planos, materiales gráficos, publicaciones en Braille y 
otros portadores de información, los que son procesados y distribuidos por las diferentes 
salas especializadas de las instituciones para integrar las colecciones. Un ejemplo lo 
constituye la Sala de música de la Biblioteca Nacional, inaugurada en diciembre de 
1959, la cual atesora una valiosa colección de discos, partituras impresas y manuscritas, 
cassettes y libros sobre música, que se ha visto enriquecida por CD, videos, etcétera. 
Todos estos materiales aparecen registrados en la sección de fono registros y obras 
musicales de la bibliografía nacional.  
Están obligados a cumplir con lo estipulado en este Decreto todos los editores, 
impresores, productores musicales o cualquier entidad o propietario que publique en 
Cuba o en el extranjero, siempre y cuando la obra circule dentro del país.  
Sin embargo y, pese a todo lo antes expuesto en cuanto a la importancia del 
cumplimiento del Decreto, esto se ha visto obstruido por la desidia de algunas 
instituciones implicadas en la actividad editorial, toda vez que esta legislación no cuenta 
con un cuerpo de sanciones previstas para el caso de su incumplimiento. La Biblioteca 
Nacional y las restantes bibliotecas depositarias se ven constreñidas a notificar la 
información a las direcciones de las entidades sujetas a la aplicación del Decreto, para 
que se tomen las medidas disciplinarias que se precisen. Las consecuencias de los 
incumplimientos con el Decreto se traducen en la desactualización de la bibliografía 
nacional y del catálogo de autoridades de la Biblioteca Nacional con la consiguiente 
imposibilidad de difundir dichos documentos a escala nacional e internacional.  
La Oficina de Patrimonio de la Biblioteca Nacional, con el objetivo de que el Decreto se 
cumpla, ha llevado a cabo diferentes acciones, entre otras, la distribución de varios 
ejemplares de la Gaceta Oficial portadora de la regulación por las principales casas 
editoras de todo el país; el control de las ediciones a través del ISBN y el ISSN; el 
chequeo del total de títulos recibidos y de las instituciones que cumplen o incumplen 
para efectuar las reclamaciones correspondientes.  
Haciendo extensivo el trabajo de la Oficina de Patrimonio a las provincias, una de sus 
especialistas integra el equipo que realiza las visitas metodológicas a los sistemas 
provinciales de biblioteca, encargándose, en el terreno, de llevar las reclamaciones a las 
editoriales y de efectuar una labor de difusión de la necesidad e importancia de que la 
ley sea cumplida. A partir de estas visitas, se han fortalecido las relaciones con las casas 
editoriales de los territorios, lo cual se ha traducido en un aumento considerable de los 
depósitos de materiales patrimoniales en las bibliotecas responsables de su custodia.  
No obstante, opinamos que, dada la importancia que tiene el cumplimiento de esta ley, 
se deberían realizar otros esfuerzos tendientes a difundirla, de manera que se pongan de 
relieve sus beneficios para la nación y en especial para los depositantes, tales como la 
preservación de ejemplares en archivo, la publicidad implícita debido a su aparición en 
la bibliografía nacional y otras ventajas mencionadas anteriormente. Igualmente, 
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consideramos necesario agregar al Decreto, las sanciones previstas para los casos de 
infracciones por parte de las entidades implicadas en su cumplimiento.  
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